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SEXTA UNIDAD
Actuación de los Contribuyentes y Cumplimiento de las obligaciones Tributarias

Comparecencia de los contribuyentes

La comparecencia es el acto de presentarse alguna persona ante el juez o autoridad pública, ya sea espontáneamente para deducir cualquier pretensión o para hacerse parte en un negocio, ya en  virtud de llamamiento o intimación de la misma autoridad que lo obligue a hacerlo para la práctica de alguna diligencia judicial o de carácter administrativo.

Formas de Comparecencia:

Las personas pueden comparecer ante el juez o autoridad pública correspondiente: personalmente o representados por otras personas.

a) La comparecencia es personal cuando el compareciente actúa a nombre propio, sin necesidad de valerse de los servicios o representación de un tercero. 

b) Se comparece por representante cuando nuestros derechos, peticiones o actuaciones se hacen valer por medio de un  tercero.

El Servicio aceptará la representación sin que se acompañe o pruebe el título correspondiente, pero podrá exigir la ratificación del representado o la prueba del vínculo dentro del plazo que el mismo determine bajo apercibimiento de tener por no presentada la solicitud o por no practicada la actuación correspondiente.

En esta parte, entendamos reproducido lo dicho respecto de las formalidades del mandato para cuestiones administrativas y judiciales, según la distinción que hace el Servicio y que ya analizamos en la unidad anterior.

Extinción del título de la representación.

Se mantiene  la representación  mientras no  se notifique al Servicio o  se de cuenta de la extinción del título de la representación. Al respecto, el artículo  9º del Código señala:  “La persona que actúe ante el Servicio como administrador, representante o mandatario del contribuyente, se entenderá autorizada para ser notificada a nombre de éste mientras no haya constancia de la extinción del título de la representación mediante aviso por escrito dado por los  interesados  a la oficina del Servicio que corresponda”
Obligaciones de los contribuyentes



Junto con la obligación tributaria principal, que consiste en pagar una cantidad de dinero, existe una serie de obligaciones de carácter accesorio o secundarias, que permiten el mejor cumplimiento de la obligación tributaria principal. Estas obligaciones afectan tanto al contribuyente como a terceras personas. 

Dentro de las que afectan a terceras personas hay obligaciones de control, como por ejemplo, el Servicio de Identificación no otorga pasaporte a quienes no estén inscritos en el R.U.T.; los notarios deben dejar constancia del cumplimiento de la obligación tributaria en los actos que les corresponde autorizar; en otros casos tiene por objeto proporcionar información al Servicio, la que servirá para desarrollar las labores fiscalizadoras así por ejemplo los bancos deben informar sobre el pago de intereses a sus clientes; las personas que contratan los servicios de otras y le retienen a estas y enteran en arcas fiscales un determinado monto por concepto de impuestos deben informarlo al Servicio.



También existen obligaciones recaudatorias; así, quienes pagan sueldos y salarios a sus trabajadores  dependientes deben retener y enterar en arcas fiscales una cantidad por concepto de impuestos de segunda categoría.



En segundo lugar, respecto de las obligaciones tributarias accesorias, que afectan al contribuyente, que son fundamentalmente de información; consisten en que el contribuyente está obligado a comunicar al Servicio todas aquellas circunstancias de relevancia en su vida tributaria, lo que conforma el llamado ciclo de vida del contribuyente, esto es, desde que nace a la vida tributaria, iniciando sus actividades profesionales, comerciales o industriales y hasta que muere tributariamente por haber dejado de ser causante de impuesto, y pasando por todo acontecimiento de importancia como son los cambios de domicilio, de giro, aperturas de sucursal, disminución del capital, etc.



Dentro de las obligaciones tributarias accesorias, encontramos las siguientes:

I.- Inscripción en el rol único tributario (R.U.T.):


"Todas las personas naturales y jurídicas y las entidades o agrupaciones sin personalidad jurídica, pero susceptibles de ser sujetos de impuestos, que en razón de su actividad o condición causen o puedan causar impuestos, deben estar inscritas en el Rol Unico Tributario de acuerdo con las normas del Reglamento respectivo." ( Artículo  66º del Código  Tributario).


El R.U.T  es un registro de contribuyentes, el cual sirve como su código de identificación y su aceptación no otorga derechos o beneficios al contribuyente. Creado por el Decreto con Fuerza de Ley Nº 3  Diario Oficial de 15 de febrero de 1969.


Es necesario tener presente que toda persona que quiera actuar válidamente en el ámbito económico deberá encontrarse inscrita en el RUT.


Hoy en día esta obligación tiene importancia respecto de las personas jurídicas, ya que respecto de las personas naturales basta con tener su cédula de identidad por haber sido igualada al R.U.T.


Un problema que puede plantearse con ocasión de la solicitud de inscripción en el RUT, es la posibilidad de que el Servicio de Impuestos Internos pueda, legítimamente, negar su inscripción a un contribuyente que ha cumplido con todos los trámites y requisitos que se ha dispuesto por el Servicio.


En el evento que se diera esta negativa, nos encontraríamos en un caso de ilegalidad, por cuanto se impediría el ejercicio de una actividad económica legítima, con lo cual se vulnerarían las normas de los artículos 6º y 7 º de la Constitución, en cuanto violación de la legalidad; violación del artículo 19º, Nº 21, derecho del contribuyente a ejercer una actividad económica  lícita y  vulneración del artículo 19º, Nº 2, en cuanto se violenta el principio de igualdad ante la ley.

II.- Inscripción en registros especiales

Según el Art.67 los Directores Regionales pueden exigir estas inscripciones a quienes desarrollan determinadas actividades, por ejemplo registros de retenedores de impuestos, como ocurre respecto de quienes adquieren gran cantidad de productos hidrobiológicos, harinas, arroz, etc.

III.- Aviso de Iniciación de Actividades

          “Las personas que inicien negocios o labores susceptibles de producir rentas gravadas en la primera y segunda categorías a que se refieren los números 1º letras a) y b), 3º, 4º y 5º de los Artículos 20, 42 Nº 2 y 48 de la Ley sobre Impuesto a la Renta, deberán presentar al Servicio, dentro de los dos meses siguientes a aquél en que comiencen sus actividades, una declaración jurada sobre dicha iniciación”. ( Artículo  68º, del Código Tributario).

a) Plazo para dar aviso.

La declaración mencionada debe presentarse dentro de los dos meses siguientes a aquél en que se dé comienzo a las actividades. Obsérvese la forma especial del cómputo del  referido plazo de dos meses: él empieza a correr una vez expirado el mes en que se inicien las actividades o negocios.

Ejemplo sobre cómputo del plazo para presentar el Aviso de Iniciación de Actividades: Un contribuyente inicia sus actividades el 15 de octubre. El plazo para dar aviso de iniciación alcanza hasta el 31 de Diciembre. En efecto, los dos meses siguientes a aquel en que comiencen sus actividades (octubre), son Noviembre y Diciembre.

El plazo es improrrogable. En efecto, el artículo 31º del Código Tributario, faculta al Director Regional para ampliar el plazo de presentación de las declaraciones  que tienen por objeto determinar la procedencia o liquidación de un impuesto, situación distinta a la declaración referida por el artículo 68º de este mismo cuerpo legal, por lo tanto, el plazo para presentar la declaración  de iniciación de actividades es improrrogable.

La ley N°19.506 intercaló en el artículo 68º del Código Tributario un nuevo inciso segundo (pasando el actual segundo a ser tercero)  que establece lo siguiente:  “Para los efectos de este artículo, se entenderá que se inician actividades cuando se efectúe cualquier acto u operación que constituya  elemento necesario para la determinación de los impuestos periódicos que afecten a la actividad que se desarrollará, o que generen los referidos impuestos”.
A modo de ejemplo, tales hechos podrán consistir en la realización de una compra que de derecho a crédito fiscal del I.V. A. o gastos que  deban ser considerados para la formación de la renta entre otros. (Ver circular 48 de 1997).

b) Obligados.

Las personas que inicien negocios o labores susceptibles de producir rentas gravadas en la Primera y Segunda Categorías a que se refieren los números 1, letras a) y b), 3, 4 y 5 del Artículo 20; 42 No. 2 y 48 de la Ley sobre Impuesto a la Renta.

De esta forma, la norma indica los grupos de personas obligadas a cumplir con este trámite, remitiéndose a las categorías de contribuyentes del impuesto a la renta. En esta Ley,  artículo 20, encontramos la tributación de primera categoría (rentas del capital), en el artículo 42 y 48 encontramos la segunda categoría (trabajo)

El legislador, luego de las modificaciones introducidas por la Ley 19.506, ha ampliado los contribuyentes obligados, pero, al mismo tiempo, otorga al Director la facultad de eximir o simplificar el trámite.

En efecto, la señalada obligación, se aplica  a los siguientes contribuyentes:

a.- Letras a) y b), del No. 1, del Art. 20 esto es, a aquellos que posean o exploten a cualquier título bienes raíces agrícolas, incluidos los que de acuerdo a la letra b) tributan con renta presunta.

b.- 20 Nº 3: Los que obtienen  rentas de la industria, del comercio, de la minería y de la explotación de riquezas del mar y demás actividades extractivas, compañías aéreas, de seguros, de los bancos, asociaciones de ahorro y préstamos, sociedades administradoras de fondos mutuos, sociedades de inversión o capitalización, de empresas financieras y otras de actividad análoga, constructora, periodísticas, publicitarias, de radiodifusión, televisión, procesamiento automático de datos y telecomunicaciones.

c.- 20 Nº 4: rentas obtenidas por corredores, sean titulados o no, sin perjuicio de lo que al respecto dispone el Nº 2 del artículo 42º, comisionistas con oficina establecida, martilleros, agentes de aduana, embarcadores y otros que intervengan en el comercio marítimo, portuario y aduanero, y agentes de seguro que no sean personas naturales; colegios, academias e institutos de enseñanza particular y otros establecimientos particulares de este género; clínicas, hospitales, laboratorios y otros establecimientos análogos particulares y empresas de diversión y esparcimiento. 

d.- 20 Nº 5: Todas las rentas, cualquiera que fuera su origen, naturaleza o denominación, cuya imposición no esté establecida expresamente en otra categoría ni se encuentren exentas.

e.- Artículo 42 Nº 2, contempla las rentas obtenidas del trabajo independiente.

f.- En el Art. 48, rentas de directores o consejeros de sociedades anónimas.

De esta forma, quedan fuera de la obligación,  los rentistas de capitales mobiliarios (Art. 20 Nº 2) y las personas que realizan un trabajo sujeto a subordinación y dependencia ( Art. 42 Nº 1).

La norma del Art. 68 ha sido objeto, además, de otra modificación, en cuya virtud se otorga al Director del Servicio la facultad para eximir de esta obligación, mediante normas de carácter general, a contribuyentes o grupos de contribuyentes de escasos recursos económicos o de escasa preparación, o para establecer respecto de ellos un régimen simplificado para su cumplimiento. 

Se permite que los contribuyentes eximidos o sujetos a sustitución puedan, optativamente, efectuar la declaración común de iniciación de actividades a que se refiere la primera parte del inciso primero del Art. 68.

Por último, mediante la Ley 19.738, se amplió los casos en que el Director puede eximir de la obligación, en los siguientes términos:
Igualmente el Director podrá eximir de la obligación establecida en este artículo a aquellos contribuyentes no domiciliados ni residentes en el país, que solamente obtengan rentas de capitales mobiliarios, sea producto de su tenencia o enajenación, aun cuando estos contribuyentes hayan designado un representante a cargo de dichas inversiones en el país.
El Director puede eximir de la citada obligación a contribuyentes no domiciliados ni residentes en el país, que obtengan exclusivamente rentas de capitales mobiliarios, por concepto de su tenencia o enajenación, incluso en los casos en que tales contribuyentes hubieren designado un representante a cargo de esas inversiones en Chile.

c) Formulario e  Inscripción en los registros que procedan.

La declaración inicial se hará  en un formulario único proporcionado por el Servicio, que debe contener todos los datos necesarias para el enrolamiento del contribuyente en cada uno de los registros en que deba inscribirse.
De acuerdo con el Código Tributario, mediante esta declaración inicial el contribuyente cumplirá con todas las obligaciones de inscripción que le correspondan sin necesidad de otros trámites. Para estos efectos, el Servicio procederá  a inscribir al contribuyente en los registros que procedan

d) Ampliación de actividades gravadas con Impuesto a la Renta, a otras de distinta naturaleza.

De acuerdo al tenor del artículo 68º del Código Tributario, la declaración inicial se debe hacer en un formulario único;  mediante ella el contribuyente ha cumplido con todas las obligaciones de inscripción que correspondan sin necesidad de otros trámites.

Así, el contribuyente que inició actividades susceptibles de producir rentas gravadas en primera y segunda categoría, a que se refiere la norma y que cumplió oportunamente con la obligación de presentar su declaración inicial puede, con posterioridad, ampliar su respectivo giro a otras actividades de distinta naturaleza pero igualmente gravadas en algún otro número de los mencionados artículos, para lo cual le bastará  con comunicar por escrito estos hechos a la oficina del SII. correspondiente a su domicilio.

Evidentemente que si la nueva actividad estuviera regida tributariamente por otras leyes, como la de Ventas y Servicios u otras, deberá ceñirse, además a sus exigencias. 

e) Aplicación del artículo 68º del Código Tributario con relación al inicio de Actividades de las Sociedades.

La Dirección del Servicio de Impuestos Internos, por oficio ordinario N° 2.575, de 02.08.1991, ha impartido instrucciones respecto de esta materia, por ejemplo, que la iniciación es un hecho real y cierto, de ahí que una sociedad puede constituirse y disolverse sin que halla cumplido con la obligación de dar aviso de iniciación de actividades, ya que el hecho real y cierto consiste en iniciar sus operaciones comerciales, industriales o profesionales, y estas pueden no haberse verificado, no obstante jurídicamente estar constituida la sociedad.

Al igual que en el caso del RUT., la exigencia de presentación de esta declaración, constituye una condición para el desarrollo de actividades económicas lícitas y la ley no ha previsto ningún caso en el cual se pueda negar a una persona. En consecuencia, si una persona cumple con los requisitos fijados por la Ley y el Servicio de Impuestos Internos en orden a acompañar la documentación necesaria y suficiente, el Servicio de Impuestos Internos se verá en la obligación de que esta declaración de iniciación de actividades surta los efectos que correspondan. El Servicio ha previsto algunos casos en que la declaración de iniciación de actividades efectuada por el contribuyente no producirá los efectos esperados y todos ellos se refieren al incumplimiento de requisitos relativos a documentación, como también a errores en la identificación del contribuyente.


Esta actuación del Servicio,  que deniega autorizar la Iniciación de actividades, podrá ser catalogada de ilegal e inconstitucional, ya que importa arrogarse una facultad no prevista por la Ley, con infracción de lo dispuesto en los artículos 6º y 7º de la Constitución Política; podría constituir, eventualmente, una violación, por ejemplo, del derecho a ejercer una actividad económica lícita, a que se refiere el art. 19º, Nº 21, de la Constitución Política; Igualmente podría configurar una violación al derecho de igualdad ante la ley, a que se refiere el art. 19º, Nº 2, de la Constitución, como consecuencia de que habría personas que, cumpliendo con los mismos requisitos, sí habrían podido efectuar válidamente su declaración de iniciación de actividades.

Por otro lado, si  el Servicio  constata que en la iniciación  de actividades se falsean datos  o no  es efectiva, sino  que constituye una verdadera "mise en scene" para defraudar al Fisco,  tal solicitud podrá, desde luego  ser denegada,    siendo de cargo  del Servicio  la prueba de tales circunstancias, denegación que desde luego  deberá ser fundada y sin perjuicio de la posible aplicación de sanciones penales, en virtud del nuevo delito contemplado en el Código, art: 23º:  “El que maliciosamente proporcionare datos o antecedentes falsos en la declaración inicial de actividades o en sus modificaciones o en las declaraciones exigidas con el objeto de obtener autorización de documentación tributaria, será sancionado con la pena de presidio menor en su grado máximo y con multa de hasta ocho unidades tributarias anuales.”

IV Modificaciones a los datos de la iniciación de actividades.-

La Ley 19.506, ya referida, sustituyó el inciso final del artículo 68º del Código por el siguiente:

“ Los contribuyentes  deberán poner en conocimiento de la oficina del Servicio que corresponda las modificaciones importantes de los datos y antecedentes contenidos en el formulario a que se refiere el inciso anterior”.

En virtud de ésta modificación el director del Servicio mediante la resolución exenta N° 5791 del 20 de noviembre del año 97 dispuso cuales son las modificaciones efectuadas a los datos y antecedentes contenidos en el formulario de iniciación de actividades, que se deben poner en conocimiento del Servicio y ellos son:  

1.-  Modificación de Razón Social.

2.-  Cambio de domicilio.

3.-  Modificación de la actividad o giro declarado.

4.-  Apertura, cambio, o cierre de sucursal.

5.-  Modificación del domicilio postal. (casilla, o apartado posta, u oficina de correos).

6.-  Ingreso, retiro o cambio de socios (cesión  de derechos).

7.-  Aporte de capital de personas jurídicas.

8.-  Cambio de representante y sus domicilios.

9.-  Conversión de empresa individual en sociedad.

10.-  Aporte de todo el activo y pasivo a otra sociedad.

11.-  Fusión de sociedades.

12.-  Transformación de sociedades.

13.-  Absorción de sociedades.

14.-  División de sociedades.

En la misma resolución se establece que este aviso deberá darse expresamente en la unidad del Servicio que corresponda a la jurisdicción del domicilio del contribuyente, utilizando los formularios diseñados especialmente para ese efecto, dentro del plazo de quince días hábiles siguientes a la fecha de la modificación de los datos o antecedentes, o a contar de la fecha de publicación en el diario oficial, en los casos que ella sea pertinente.

Finalmente, en la mencionada resolución, se establece que el retardo u omisión de comunicar al Servicio las modificaciones ya señaladas, dará lugar a la aplicación de la multa establecida en el artículo 97, N°1, del Código Tributario.

Se advierte que no es la Ley la que señala el plazo, es el Director, aparentemente en uso de sus facultades de aplicar o de interpretar las normas tributarias. De especial importancia fue al comienzo de la vigencia de esta norma, ya que se cambió el antiguo plazo de un mes por el de quince días sin mayores explicaciones para los contribuyentes.

V.- TIMBRAJE DE DOCUMENTOS
Por expresa disposición de la ley, existen documentos que requieren ser timbrados por el Servicio de Impuestos Internos para poder ser utilizados válidamente por un contribuyente, de forma tal que el uso de estos mismos documentos, sin contar con el correspondiente timbraje por parte del Servicio, constituye un hecho ilícito, que priva al contribuyente de la posibilidad de usarlo y puede llegar a constituir una infracción tributaria del artículo 97º del Código Tributario.


La Ley ha previsto que sea el propio Servicio quien fije los requisitos y condiciones de timbraje de estos documentos, En este punto, debe mencionarse que estos requisitos son generales y comunes a todos los contribuyentes, de suerte que, si un contribuyente da cumplimiento a ellos, el Servicio no puede sino autorizar y proceder al timbraje solicitado.


En la fijación de estos requisitos o condiciones, el Servicio ha debido ser muy cuidadoso, toda vez que, no podría efectuar exigencias que supongan exceder del marco legal; que lleguen a impedir el trámite.

Hoy en día este trámite es muy expedito y cada vez son menos las exigencias para autorizar el timbraje, incluso se han acortado los tiempos de espera a menos de 30  minutos en el marco de proyectos modernizadores de atención al contribuyente. Sin embargo, sigue siendo el timbraje fraudulento de documentos la principal vía de generación de facturas falsas con las que se cometen delitos tributarios que causan graves daños patrimoniales al Estado.

EL BLOQUEO


Por bloqueo de timbraje entendemos la conducta del Servicio de Impuestos Internos, consistente en no acceder a la solicitud de timbraje de ciertos documentos del contribuyente o bien su restricción a un número limitado de éstos.


No hay duda de que el bloqueo de timbraje resulta una de las herramientas más importantes que utiliza el Servicio de Impuestos Internos en su lucha contra la evasión. Sin embargo, dicha circunstancia no nos puede llevar a obviar el hecho de la falta de norma legal y constitucional que autorice su procedencia.


Cuando el Servicio de Impuestos Internos, niega lugar al timbraje de documentos de un contribuyente, quien cumple con los requisitos fijados para su autorización, pone a este contribuyente en la imposibilidad de ejercer una actividad económica lícita. Conforme a la Constitución, las únicas limitaciones a este derecho consagrado en el artículo19º, Nº 21, pueden encontrarse en la Constitución o en la Ley. Por ello, cuando el Servicio de Impuestos Internos dispone un bloqueo, podría incurrir en un acto ilegal e inconstitucional, según lo prevenido en los artículos 6º y 7º de la Constitución; violación del art. 19º, Nº 2, sobre igualdad ante la ley; violación del artículo 19º, Nº 3, sobre derecho a igual protección ante la ley y debido proceso, en cuanto esta medida constituiría una verdadera sanción para el contribuyente, aplicada y dispuesta por quien no tiene facultad para ello y sin que exista una norma que la considere como tal,  e incluso podría sostenerse  que el contribuyente estaría siendo juzgado y sancionado por comisiones especiales. Por último, podría constituir violación del artículo 19º, Nº 21, en cuanto se estaría impidiendo ilegítimamente el ejercicio de una actividad económica lícita.


De lo expuesto, se puede colegir que el Servicio se encuentra impedido de efectuar una negativa de timbraje respecto de todos aquellos contribuyente que han cumplido con los trámites y requisitos exigidos para su otorgamiento; requisitos que por lo demás han sido fijados por el propio Servicio. 

Así, si el contribuyente utiliza el formulario correctamente, acompaña los documentos que se le solicitan y éstos no revisten inconsistencia, al Servicio de Impuestos Internos solo le cabe autorizar el timbraje de estos documentos. El no autorizar timbraje de documentos, cuando el contribuyente ha cumplido con estos requisitos, podrá aparecer como justificado, atendido los antecedentes en poder del Servicio, pero constituye una conducta ilegal por parte de la Institución.


Actualmente, en caso de contribuyentes que soliciten timbraje, y que aparezcan en los registros como querellados, no ubicados, notificados y con domicilios inexistentes, el Servicio no impide su timbraje, sino solo lo restringe  en su número y tipo  de documento, hasta el momento en que el motivo de dicha restricción desaparezca. 

En todo caso, se practica con carácter temporal y se procura  que el número de documentos  sea suficiente para que el contribuyente pueda realizar su actividad económica, ya que si la cantidad de documentos que se autoriza es un número que no permita el desarrollo de dicha actividad, se produciría el mismo efecto de violación de derechos constitucionales, toda vez que de conformidad al artículo 20º de la Constitución, hay infracción constitucional, no solo cuando se impide el ejercicio legítimo de un derecho, sino que, también cuando se le amenaza o bien cuando se le entraba o dificulta. 

Asimismo, las causas que motiven esta posible restricción deben ser reales o efectivas, encontrarse acreditadas y ser de tal entidad que justifiquen su procedencia.


Algunos fallos de Tribunales de Justicia, que se han referido al problema del bloqueo de timbraje:


1.- Rol N 21.935 de 1993 Corte Suprema: El bloqueo de timbraje de facturas de venta constituyen un acto ilegal y arbitrario, por cuanto no se encuentra contemplada esta medida como sanción por la ley ya que la autoridad administrativa no tiene facultad legítima para imponer esta sanción por ser ella una verdadera “prohibición de celebrar ventas”,  prohibición que solo puede ser aplicada por la instancia judicial competente, dentro de un procedimiento incoado a partir de una denuncia o querella del Servicio de Impuestos Internos; que el bloqueo es ilegal porque prescinde del propio sistema de fiscalización legal, en el que se contempla como principal medida de fiscalización el que la documentación sea timbrada por el Servicio de Impuestos Internos. Concluye este fallo señalando que, de esta forma, el Servicio incurre en violación del artículo 7º, 19º Nº 21 y 24º de la Constitución.


2.- Rol Nº 22.001 de 1993, Corte Suprema: El Servicio excede sus propias atribuciones. Se indica, además, que con esta conducta se afecta la libertad de trabajo del artículo 19º, Nº 16 y el derecho a desarrollar una actividad económica lícita, a que se refiere el artículo 19º, Nº 21, ambos de la Constitución.


Agrega este fallo que las Circulares del servicio son sólo instrucciones dirigidas a los funcionarios y no son idóneas para autorizar el bloqueo de timbraje, por existir un procedimiento jurídico penal determinado y más eficaz para hacer cumplir las obligaciones tributarias del contribuyente.


3.- Rol Nº 21.620, 1993, Corte Suprema: En este caso, la Corte Suprema, señala que no estima ilegal  el bloqueo, pero lo declara arbitrario, por no ser adoptada la medida en forma razonable y se ha prolongado, en el caso que analiza, por 5 años. Señala que se atenta contra el derecho a ejercer actividades económicas lícitas.


Sostiene este fallo que el bloqueo es una medida de las comprendida en el Código Tributario y legislación complementaria, y que ha sido prevista para la fiscalización encomendada al Servicio de Impuestos Internos, sin que quepa considerarla ilegal.


4.- Rol Nº 24.421, 1993, Corte Suprema: El bloqueo de timbraje de documentos necesarios para el ejercicio de la actividad comercial no está contemplado en la Ley, ni el Servicio de Impuestos Internos tiene facultad para aplicar tal medida.


Las circulares o instrucciones que sobre materias tributarias dictan las autoridades del Servicio no pueden amagar textos legales vigentes y en ningún caso las normas constitucionales. 


5.- Rol Nº 1.786, 1992, I. Corte de Apelaciones de Santiago: Las sanciones que establece el Código Tributario, en su Título II, cuyos artículos 97º y 107º no conciben de manera alguna paralizaciones como el bloqueo de timbraje. Estas medidas no están contempladas por la ley como sanciones que la autoridad tributaria esté legítimamente en situación de aplicar.


La prohibición de celebrar actos que el bloqueo de timbraje importa, solo puede ser aplicada en un proceso preestablecido, iniciado por denuncia o querella. La prohibición de timbraje es una obstrucción al derecho a desarrollar actividades económicas lícitas.

VI.- Aviso de Término de Giro.

El artículo 69º del Código Tributario regula la materia:

“Toda persona natural o jurídica que, por terminación de su giro comercial o industrial, o de sus actividades, deje de estar afecta a impuestos, deberá dar aviso por escrito al Servicio, acompañan​do su balance final o los antecedentes que éste estime necesario, y deberá pagar el impuesto correspondiente hasta el momento del expresado balance, dentro de los dos meses siguientes al término del giro de sus actividades.”

“Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 71, las empresas indi​viduales no podrán convertirse en sociedades de cualquier naturaleza, ni las sociedades aportar a otra u otras todo su activo y pasivo o fusionarse, sin dar aviso de término de giro. Sin embargo, no será necesario dar aviso de término de giro en los casos de empresas individuales que se conviertan en sociedades de cualquier naturaleza, cuando la sociedad que se crea se haga responsable solidariamente en la respectiva escritura social de todos los impuestos que se adeudaren por la empresa individual, relativos al giro o actividad respectiva, ni tampoco, en los casos de aporte de todo el activo y pasivo o fusión de sociedades, cuando la sociedad que se crea o subsista se haga responsable de todos los impuestos que se adeudaren por la sociedad aportante o fusionada, en la correspondiente escritura de aporte o fusión. No obstante, las empresas que se disuelven o desaparecen deberán efectuar un balance de término de giro a la fecha de su extinción y las sociedades que se creen o subsistan, pagar los impuestos correspondientes de la Ley de la Renta, dentro del plazo señalado en el inciso primero, y los demás impuestos dentro de los plazos legales, sin perjuicio de la responsabilidad por otros impuestos que pudieran adeudarse.” 

“Cuando con motivo del cambio de giro, o de la transformación de una empresa social en una sociedad de cualquier especie, el contribuyente queda afecto a otro régimen tributario en el mismo ejercicio, deberán separarse los resultados afectados con cada régimen tributario sólo para los efectos de determinar los impuestos respectivos de dicho ejercicio.” 

“No podrá efectuarse disminución de capital en las sociedades sin autorización previa del Servicio.”
Obligaciones

Conforme con la disposición legal transcrita, toda persona natural o jurídica que, por terminación de su giro comercial o industrial, o de sus actividades, deje de estar afecta a impuestos, debe cumplir con las siguientes obligaciones:

a.- Dar aviso por escrito al Servicio de Impuestos Internos.

b.- Acompañar su balance final o los antecedentes que el Servicio estime necesarios, y

c.- Pagar el impuesto correspondiente hasta el momento del expresado balance.

Plazo para dar aviso de término de giro.

Todas las obligaciones mencionadas deben cumplirse dentro de los dos meses siguientes al termino de giro de las actividades.

Este plazo de dos meses empieza a correr desde el día siguiente a aquél en que se produjo el término de las actividades o del giro. Así, por ejemplo, si el giro o las actividades cesaron el 31 de julio, el plazo de dos  meses se cuenta desde el 1° de Agosto y termina el 1° de octubre, a la medianoche.

Término de Giro Obligatorio.

En Circular N° 12 de este año se reglamenta la normativa dictada mediante Res Ex. N° 29 del 11 de noviembre de 2002, complementada por la Res. Ex. N° 41 del 20 de diciembre de 2002, conforme la cual se dispone que se obliga a los contribuyentes que acumulen en forma continua 12 o más declaraciones de formulario 29, sin movimiento o no presentadas, a dar aviso de término de giro.

Los fundamentos de estas resoluciones de la Dirección del Servicio fueron las siguientes:

1° Que, conforme al Art. 69° del Código Tributario, toda persona, natural o jurídica que, por terminación de su giro comercial o industrial, o de sus actividades, deje de estar afecta a impuestos, deberá dar aviso por escrito al Servicio.

2° Que, según el inciso primero del Art. 3° de la Ley sobre Impuesto a las Ventas y Servicios, son contribuyentes, para los efectos de esta ley, las personas naturales o jurídicas, incluyendo las comunidades y las sociedades de hecho, que realicen ventas, que presten servicios o efectúen cualquier otra operación gravada con los impuestos establecidos en ella.

3° Que, es deber fundamental de este Servicio ejercer una labor fiscalizadora respecto del correcto pago de los impuestos y promover una actitud que incentive a los contribuyentes al cumplimiento de sus obligaciones tributarias.

4° Que, resulta necesario disminuir el costo que significa para los contribuyentes y el Estado, la práctica generalizada consistente en declarar sin movimiento durante períodos que se prolongan en el tiempo. 

5° Que, es dable presumir que aquellos contribuyentes que completen 12 o más períodos continuos declarando sin movimiento o simplemente no declarando mensualmente sus formularios 29 de "Declaración y Pago Simultaneo Mensual", se encuentran de hecho en situación de efectuar el Término de Giro de sus actividades.

Conforme lo anterior, fijando a su discreción en 12 meses el tiempo necesario para presumir que de hecho se ha puesto termino a las actividades, se impone la obligación de dar el aviso de que se viene tratando.

Dispone en consecuencia la resolución:

1° Los contribuyentes que a partir del 31 de diciembre del año 2002, completen 12 ó más meses seguidos sin realizar actividades de aquellas que deben declararse en el formulario 29, denominado “Declaración y Pago Simultáneo Mensual”, y no presentaron dicha declaración o la presentaron “sin movimiento”, en ambos casos por no tener ventas o prestado servicios afectos al IVA, deberán presentar dentro de los 2 meses siguientes a aquél en el cual se enteran los 12 meses sin actividades, una declaración jurada en la Unidad del Servicio de Impuestos Internos que corresponda a su domicilio, manifestando que en su caso no se ha producido el término de giro o cese de actividades sino sólo una suspensión temporal, proporcionando los datos que en dicha declaración se solicitan, según el formato que se acompaña como anexo a esta Resolución y que constituye parte integrante de ella. En su defecto, si no se trata de una suspensión temporal, deberá cumplir con las obligaciones contempladas en el artículo 69 del Código Tributario, dado que se ha configurado la situación de hecho que caracteriza al Término de Giro a que se refiere dicha norma, cual es, la no existencia de operaciones o actividades que puedan generar impuestos. 
Igual obligación tendrán los contribuyentes del Impuesto de Primera Categoría de la Ley de la Renta no afectos al Impuesto al Valor Agregado, que en el año tributario 2003 o siguientes completen tres años seguidos sin efectuar actividades de aquellas que generan impuestos de la referida categoría, hayan o no efectuado declaraciones. En este caso el plazo para presentar la declaración jurada se contará desde el 30 de abril del año tributario en el cual se completen los tres años sin actividad. 

Como se ve, las obligaciones son, declarar bajo juramento que se está en una suspensión temporal, lo que tiene vigencia por un año, renovable, o proceder a cumplir con el trámite de dar aviso de termino de giro.

Se estableció un régimen simplificado consistente en que a los contribuyentes de IVA que al 31 de Diciembre del año 2002 hayan completado 12 ó más meses seguidos sin actividad, declarando “sin movimiento” o no presentando el formulario 29, “Declaración y Pago Simultáneo Mensual”, que carezcan de FUT o tengan uno inferior a 2 U.T.M. y siempre que su capital propio sea menor a $ 1.000.000, que hayan cesado en sus actividades y que presenten el aviso de Término de Giro antes de Marzo de 2003, se les condonarán las multas que procedieren por la no presentación de declaraciones o por la pérdida de libros, facturas, boletas u otros documentos, a los cuales se declararán sin valor tributario. Del mismo modo, en el caso de los contribuyentes del impuesto de 1ª categoría de la LIR con contabilidad completa, que con su período tributario 2003, completen tres o más períodos seguidos sin actividad, hayan o no efectuado declaraciones, que carezcan de FUT o tengan uno inferior a 2 UTM y siempre que su capital propio sea menor a $ 1.000.000, que hayan cesado en sus actividades y que presenten el aviso de Término de Giro antes de Julio de 2003, gozarán de los beneficios establecidos en el párrafo anterior y se les aplicarán las mismas normas.

A los contribuyentes que tributan bajo el régimen de renta presunta, se les aplicarán las normas de este número, siempre y cuando su base imponible de 1ª categoría del último período declarado no supere las 5 U.T.M.

Los términos establecidos en la presente Resolución no serán aplicables a los contribuyentes personas naturales sujetos a los impuestos de 2ª categoría de la Ley de la Renta.

Sanción al incumplimiento: Si los contribuyentes referidos no presentan dentro de plazo el aviso de Término de Giro, el Servicio considerará que han cesado sus actividades. Esto implica que pueden ser sancionados por no cumplir con su obligación de dar aviso de término de giro, pero es importante destacar que en la resolución original se establecía que el cese en las actividades por haber transcurrido los 12 meses a que se refiere, quitaba la calidad de contribuyente del Impuesto al Valor Agregado, en cuanto no se trata de aquellos que según el artículo 3 de esa Ley, realicen ventas, que presten servicios o efectúen cualquier otra operación gravada con los impuestos establecidos en ella. Esto acarreaba una dramática consecuencia, sus documentos emitidos serían de aquellos extendidos por personas que no son contribuyentes y, por lo tanto, no dan derecho a crédito fiscal según el artículo 23 del IVA, consecuencias que se eliminaron a raíz de las quejas que surgieron al dictarse la resolución.

Lo cierto es que la medida fue muy exitosa, en cuanto una gran cantidad de contribuyentes regularizó su situación y a la fecha no se han cursado infracciones a quienes no han realizado el trámite.

Revisión de antecedentes y Certificado de término de giro.

Presentado un término de giro, la oficina correspondiente del Servicio debe proceder  al examen de la contabilidad o documentación que proceda, con el objeto de determinar los impuestos que se adeuden o puedan adeudarse por el contribuyente.

Una vez que el interesado demuestre haber pagado todos los tributos que correspondan, se le emitirá el certificado de término de giro pertinente. Pero este certificado no impide que el Servicio efectúe una revisión posterior de los periodos comprendidos en el trámite de auditoría de término de giro; no se puede entender extinguida la facultad que confiere el artículo 59 del Código, en cuya virtud, mientras se mantenga dentro del los plazos legales, el Servicio puede volver a revisar y determinar diferencias de impuesto.   

Responsabilidad legal de terceros. (Art. 71)

Conforme el art. 71: “Cuando una persona natural o jurídica cese en sus actividades por venta, cesión o traspaso a otra de sus bienes, negocios o industrias, la persona adquirente tendrá el carácter de fiador respecto de las obligaciones tributarias correspondientes a lo adquirido que afecten al vendedor o cedente. Para gozar del beneficio de excusión dentro del juicio ejecutivo de cobro de los respectivos impuestos, el adquirente, deberá cumplir con lo dispuesto en los artículos 2.358º y 2.359º del Código Civil.”

De esta forma, el artículo 71º establece un tercero responsable, impone responsabilidad en calidad de fiador al adquirente de bienes, negocios o industrias, en caso que, como consecuencia de la operación, quien vende, cede o traspasa, cesa en sus actividades, es decir, se da el supuesto del término de giro.

En virtud de esta norma, al efectuar una adquisición de este tipo, será conveniente pedir el correspondiente término de giro al vendedor.

La responsabilidad se refiere a las obligaciones tributarias correspondientes a lo adquirido y siempre ha de darse el supuesto de hacer cesar al vendedor o cedente en sus actividades.

El objeto de la norma es resguardar los intereses fiscales, evitando que personas se desprendan de sus bienes y negocios sin cumplir con sus obligaciones tributarias y dejando al Fisco sin bienes en los cuales hacer efectivo el crédito. 

En todo caso, según el inciso segundo de la norma, para afectar al tercero adquirente con esta responsabilidad, la citación, liquidación, giro y demás actuaciones administrativas correspondientes, deberán notificarse al vendedor o cedente y al adquirente.
La frase "Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 71...", empleada por el inciso segundo del artículo 69,  alude a esta especial responsabilidad de quienes adquieren negocios haciendo cesar en sus actividades, producto de dicho acto, a quienes se los venden, ceden o traspasan.

De ahí que, cuando analicemos enseguida el artículo 69º, al referirse a que  debe darse aviso de término de giro en ciertos casos, no excluye la responsabilidad como fiador del artículo 71º, es decir, siempre estará presente para el caso que no se establezca la responsabilidad solidaria en los casos que ahí se contemplan.

Situación especial de la Conversión  de empresa individual en sociedad, aporte de todo el activo y pasivo o fusión  (Art. 69 inc. segundo)

Dispone el artículo 69 inciso segundo: “Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 71, las empresas indi​viduales no podrán convertirse en sociedades de cualquier naturaleza, ni las sociedades aportar a otra u otras todo su activo y pasivo o fusionarse, sin dar aviso de término de giro. Sin embargo, no será necesario dar aviso de término de giro en los casos de empresas individuales que se conviertan en sociedades de cualquier naturaleza, cuando la sociedad que se crea se haga responsable solidariamente en la respectiva escritura social de todos los impuestos que se adeudaren por la empresa individual, relativos al giro o actividad respectiva, ni tampoco, en los casos de aporte de todo el activo y pasivo o fusión de sociedades, cuando la sociedad que se crea o subsista se haga responsable de todos los impuestos que se adeudaren por la sociedad aportante o fusionada, en la correspondiente escritura de aporte o fusión. No obstante, las empresas que se disuelven o desaparecen deberán efectuar un balance de término de giro a la fecha de su extinción y las sociedades que se creen o subsistan, pagar los impuestos correspondientes de la Ley de la Renta, dentro del plazo señalado en el inciso primero, y los demás impuestos dentro de los pla​zos legales, sin perjuicio de la responsabilidad por otros impuestos que pudieran adeudarse.” 

Regla general

En esta norma se mantiene la obligación de dar aviso de término de giro en los casos en que una empresa individual se convierte en sociedad de cualquier naturaleza, o en los que una sociedad aporte a otra u otras el total de su activo y pasivo o se fusione. En efecto, las empresas individuales no podrán convertirse en sociedades de cualquier naturaleza, ni las sociedades aportar a otra u otras el total de su activo y pasivo, ni fusionarse, sin dar aviso de término de giro, ello en atención a que, en cualquiera de los casos a que se refiere, se da el supuesto del término de giro, es decir, el cese en las actividades.

Por imperativo de esta norma, se debe proceder a efectuar el aviso de término de giro, acompañado con el respectivo balance y pagarse los impuestos correspondientes a dicho balance; todo ello dentro  de los dos meses siguientes al de la fecha en que se constituya la sociedad, se efectúe el aporte, o se realice la fusión.

En estos casos es irrelevante si efectivamente se ha producido un término de giro o un cese de las actividades de la empresa, ya que la norma contempla, como único presupuesto para imponer las obligaciones señaladas, el hecho objetivo de la conversión el aporte o la fusión.

Excepciones.

El mismo inciso segundo del artículo 69, que  establece la obligación de dar aviso de término de giro en los casos señalados, contempla las siguientes excepciones a dicha obligación:

1) En la conversión de una empresa individual en sociedad de cualquier naturaleza, cuando la sociedad que se crea se haga responsable en forma solidaria, en la escritura social, de todos los  impuestos que se adeudaren por la empresa individual, relativos al giro o actividad que  desarrollaba dicha empresa, y 

2) En los casos de aporte de todo el activo y pasivo de una sociedad a otra u otras o de fusión, cuando la sociedad o las sociedades que se crean o subsistan, se haga o hagan responsable, en la correspondiente escritura de aporte o de fusión, de todos los impuestos que se adeudaren por la sociedad aportante o  fusionada.

La diferencia entre ambas situaciones reside principalmente en que en el primer caso debe establecerse una responsabilidad solidaria por el pago de los impuestos, de modo que el Fisco puede dirigir su acción de cobro en contra de la persona que era dueña de la primitiva empresa o en contra de la sociedad que se crea o se constituye, a su elección, y en el segundo, por el hecho de no subsistir la persona aportante o fusionada, el legislador no ha podido establecer más que una sustitución de la responsabilidad por los impuestos  adeudados de la persona jurídica que recibe el aporte o que subsiste en la fusión (novación).

En ambos casos, el efecto de la cláusula de responsabilidad es liberar a los contribuyentes de la obligación de dar aviso de término de giro y de  someterse a la tramitación administrativa que dicha obligación supone; pero la empresa que se disuelve o desaparece en la conversión, aporte o fusión, deberá efectuar un balance de término de giro a la fecha de su extinción .

Los demás impuestos adeudados por las empresas deberán pagarse por la sociedad que se ha hecho responsable de ellos dentro de los respectivos plazos legales sin perjuicio de la responsabilidad que le cabe por otros impuestos anteriores que se adeuden por las empresas que desaparecen. 

Si no se hace la declaración de responsabilidad solidaria, según la referencia que se hace al artículo 71, la nueva sociedad responde como fiadora y la empresa que desaparece debe hacer término de giro.

Por último, se debe tener presente que las normas que permiten a una sociedad eximirse de la obligación de término de giro, se refieren a las sociedades legalmente constituidas, no así a las sociedades de hecho.

Cambio del régimen tributario en un mismo período

El inciso tercero del artículo 69º del Código Tributario, establece que en los casos en que por efecto del cambio de giro o de la transformación de una empresa social en una sociedad de cualquier naturaleza, el contribuyente quede afectado en un mismo período tributario a un régimen impositivo distinto al que le era aplicable hasta antes del cambio de giro o de la transformación, y siempre que estos cambios o transformaciones se realicen en el curso de un mismo período tributario, deberán practicar un balance por el tiempo transcurrido desde el 1° de enero hasta el día que ocurra el cambio de giro o la transformación, y otro balance que abarque el lapso comprendido entre la última fecha señalada y hasta el 31 de diciembre, con el objeto de poder separar los resultados tributarios de ambas épocas para los efectos de la declaración anual correspondiente. 

Transformaciones de sociedades

Art.8 N°13: Se refiere a la "transformación de sociedades", entendiendo por tal, el cambio de especie o tipo social efectuado por reforma del contrato social o de los estatutos, subsistiendo la personalidad jurídica. Según esta norma, estamos frente a un cambio de ropaje jurídico de una sociedad, pero manteniendo la personalidad jurídica, es la misma persona con distinto estatuto jurídico; una sociedad que modifica su estatuto jurídico pasando a regirse según las normas de una nueva sociedad, por ejemplo, una sociedad de responsabilidad limitada se transforma en sociedad anónima.

Según el Art.8 N°13 estamos frente a una misma persona jurídica para efectos tributarios y, como tal, no es necesario que se de aviso de término de giro y tampoco es necesario declaración alguna de responsabilidad porque se trata de la misma persona, que no puede ser deudor solidario de si mismo. Sin embargo, por ser una modificación del contrato social, debe comunicarlo al Servicio, y si la modificación implica un cambio en la razón social o nombre, deberá sacar un nuevo R.U.T., pero conservará el número.

En todo caso, la norma se entiende aplicable solamente al caso de sociedades legalmente constituidas que se transforman en otro tipo social, no para el evento de sociedades de hecho que se constituyan como sociedades legales, en este caso no opera la figura y se deberá hacer término de giro.

Esta figura se incorporó mediante la ley 18.482 del 28/12/84 y tuvo por objeto evitar el trámite de término de giro en estos casos por estimarse innecesario.

VII.- Obligaciones contables. (Art. 16 al 20)

Según el Art.17 toda persona que deba acreditar sus rentas efectivas debe hacerlo mediante contabilidad fidedigna.

En la ley de la renta encontramos dos grandes formas de determinar las rentas que quedaran afectas a impuestos.

La primera de ellas es que se tribute en base a rentas efectivas, es decir, sobre todos los incrementos del patrimonio percibidos o devengados por el contribuyente, determinando estos en forma efectiva, es decir, sumando todos los ingresos constitutivos de rentas.(Ejemplo, 10% del avalúo del inmueble)

En otros casos la ley prescinde de esta determinación efectiva de la renta, y para determinar los montos a gravar, presume el monto de la renta generalmente en base a un porcentaje del avalúo de ciertos bienes generadores de renta.

Cuando la ley exige llevar contabilidad, por regla general, esta debe ser llevada en forma completa, es decir, debe llevarse con todos los libros y reglas establecidas en el Código de Comercio, en el Código Tributario, en leyes especiales, y además con sujeción a las instrucciones que al respecto se dicten por el Director del Servicio. (Libro Diario, Mayor, Inventario y Balance; auxiliar de Remuneraciones y libro de fondo de utilidades tributarias) Excepcionalmente se permite llevar contabilidad simplificada, la que normalmente consiste en un libro de ingresos y gastos.

El Director Regional podrá autorizar la sustitución de los libros de contabilidad por hojas sueltas, escritas a mano o en otra forma, consultando las garantías necesarias para el resguardo de los intereses fiscales. En el último tiempo se ha hecho frecuente la autorización a los contribuyentes que reúnen  ciertos requisitos, para llevar su contabilidad en forma computacional. (Res. Ex. 4228 de 24 de junio de 1999, modificada por Res. Ex. 5004 de 22 de julio de 1999)
Se debe tener presente que las normas del artículo 16 y siguientes del Código imponen exigencias a la contabilidad, también llamados principios o características de la contabilidad tributaria, destacan las siguientes normas:

1.- Los contribuyentes deberán ajustar los sistemas de contabilidad y los de confección de inventarios a prácticas contables adecuadas, que reflejen claramente el movimiento y resultado de sus negocios. (Veracidad). Según veremos, es fundamentalmente en la contabilidad donde el Servicio verifica la correcta determinación de los impuestos del contribuyente, de ahí que aquella debe arrojar con toda claridad  y veracidad los resultados de sus operaciones.

2.- Los ingresos y rentas tributables serán determinados según el sistema contable que haya servido regularmente al contribuyente para computar su renta de acuerdo con sus libros de contabilidad. Se trata de dar consistencia en el tiempo a los registros, que no se modifiquen en cualquier momento; de ahí que no es permitido a los contribuyentes cambiar el sistema de su contabilidad, que haya servido de base para el cálculo de su renta de acuerdo con sus libros, sin aprobación del Director Regional. Esto no obsta, según el inciso quinto del art. 16 para que un contribuyente con más de un giro lleve sistemas distintos en cada uno de ellos.

3.-  Los balances deberán comprender un período de doce meses.

Esta es la llamada anualidad en la determinación de los impuestos a la renta, pero no es así, por ejemplo, en caso de inicio de actividades, en que cubre el periodo que va entre el inicio y el 31 de diciembre, ni en el término de giro, abarcando en este caso el primero de enero y la fecha del término de giro. 

4.- Sin perjuicio de las normas sobre imputación de rentas, el monto de un ingreso o de cualquier rubro de la renta deberá ser contabilizado en el año que se devengue.

Es decir, desde que se tiene un derecho o crédito sobre la renta y aun cuando pueda no haberse percibido en el periodo correspondiente y aun cuando no tribute en ese periodo, en la contabilidad debe incluirse en el periodo en que se devenga.

5.- Los libros de contabilidad deberán ser llevados en lengua castellana.

6.- La contabilidad se lleva en moneda nacional. Según el art. 18, para todos los efectos tributarios, los contribuyentes, cualquiera que sea la moneda en que tengan pagado o expresado su capital, llevarán contabilidad, presentarán sus declaraciones y pagarán los impuestos que correspondan, en moneda nacional.

Excepciones: 

a.- La Dirección Regional podrá exigir el pago de los impuestos en la misma moneda en que se obtengan las rentas o se realicen las respectivas operaciones gravadas.

b.- En casos calificados, cuando el capital de una empresa se haya aportado en moneda extranjera o la mayor parte de su movimiento sea en esa moneda, el Director Regional podrá autorizar que se lleve la contabilidad en la misma moneda, siempre que con ello no se disminuya o desvirtúe la base sobre la cual deban pagarse los impuestos.

7.- Las anotaciones en los libros a que se refieren los incisos anteriores deberán hacerse normalmente a medida que se desarrollan las operaciones.(Cronológicamente).

Los libros de contabilidad deben ser conservados por los contribuyentes, junto con la documentación correspondiente, mientras esté pendiente el plazo que tiene el Servicio para la revisión de las declaraciones. Este plazo, en su máxima extensión es de seis años. Sin embargo, para fines comerciales deben mantenerse hasta el fin del negocio y, la posibilidad de deshacerse de los libros transcurridos los seis años, debe hacerse previa acta de destrucción ante el Servicio, para evitar problemas derivados de posibles infracciones por la perdida de los libros y la suspensión de la prescripción que contempla el Nº 16 del art. 97.

El Art.17 habla de contabilidad fidedigna,  el Servicio ha entendido por tal, aquella que se ajusta a las normas legales y reglamentaria vigentes y registra fiel y cronológicamente, y por su verdadero monto, las operaciones, ingresos, desembolsos, inversiones y existencia de bienes relativos a las actividades del contribuyente que dan origen a las rentas efectivas que la ley obliga a acreditar, excepto aquellas partidas que la ley autoriza a omitir en su declaración.

Sobre este punto volveremos luego al analizar la prueba en materia tributaria, ya que, según veremos, es precisamente mediante la contabilidad que los contribuyentes acreditan la verdad de sus afirmaciones al impugnar una liquidación de impuestos que le practique el Servicio y el Servicio no puede prescindir de esta contabilidad, a menos que la califique fundadamente de no fidedigna.

VIII.- Declarar y pagar el impuesto. (Arts.29 a 36): 

Declarar los impuestos es el acto de poner en conocimiento del Servicio la determinación de un impuesto o los datos necesarios para su liquidación, se hace por escrito bajo juramento y en formularios especiales preparados por el Servicio, los que deben presentarse en las instituciones recaudadoras, bancos y financieras, en los plazos que fije la ley correspondiente, por ejemplo en la Ley del IVA, dentro de los 12 primeros días del mes siguiente al de las operaciones; y en el caso del impuesto a la renta global complementario, durante el mes de abril del año siguiente a aquel en que se percibieron los ingresos.

Modificaciones a los plazos: 

a.- El Presidente de la República puede modificar estas fechas. (Art. 36), en cuyo caso el pago se efectúa solamente con reajustes, sin intereses ni multas.

b.- El Director Regional, a su juicio exclusivo, puede prorrogar el plazo hasta por cuatro meses, pudiendo ser un plazo superior si el contribuyente se encuentra en el extranjero y si se trata de impuestos a la renta. (Art. 31). Se paga con reajustes e intereses, art. 53, pero sin multa.

c.- El Director puede ampliar el plazo de presentación de aquellas declaraciones que se realicen por sistemas tecnológicos y que no importen el pago de un impuesto, respetando el plazo de los contribuyentes con derecho a devolución de impuestos. Esta norma se introdujo en el marco del incentivo al uso de  internet, así, para las declaraciones de renta año tributario 2002, el plazo para presentar declaración por esta vía, sin pago, vence el 9 de mayo. Se paga sin recargo alguno.

d.- Cuando el plazo de declaración y pago de un impuesto venza en día feriado, en día sábado o el día 31 de diciembre, éste se prorrogará hasta el primer día hábil siguiente. Importante esta norma en materia de prescripción, en cuanto desde la fecha de espiración del plazo legal para efectuar el pago se cuenta el plazo de tres o seis años que señala el artículo 200. En este caso no se aplica ni reajuste ni intereses, a pesar de que pueda producirse el pago en otro mes. Si el pago, en general se efectúa fuera de plazo, pero dentro del mes, no se aplica reajuste; pero para ello no se considera la prórroga, por ejemplo, por la prórroga, vence el dos de mayo al ser sábado el 30 de abril y paga el 20 de mayo, paga con reajustes (53 inc. 2º).
Secreto

Los datos contenidos en la declaración están amparados por la obligación del Servicio de guardar secreto a su respecto, salvo ante requerimiento judicial en juicio sobre impuestos, alimentos, trabajo y delitos comunes, y también tratándose de la publicación de datos estadísticos.

Pago

Junto con la declaración de los impuestos el contribuyente debe pagar, en los plazos legales, los impuestos, y de no hacerlo se le exigirá por la Tesorería (que realiza los cobros administrativos y judiciales).

Más antecedentes sobre este tema serán entregados por un profesor invitado, cuya exposición forma parte de los contenidos temáticos del curso.
Escuela de Derecho Universidad Católica Del Norte Sede Coquimbo.

Apuntes preparados por el profesor César Verdugo Reyes, para fines exclusivos de la cátedra.

cverdugo@sii.cl
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